ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 09 002 2019 00100- 01
 ACCIONANTE: GLADYS TABA DE ARBOLEDA  VS. COLPENSIONES

ASUNTO: CONFIRMA  DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXCEPCIONES / REQUISITOS.
La Corte Constitucional ha reiterado con respecto a la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.  Sin embargo, dicha Corporación en la Sentencia T-633 de 2013 señaló los presupuestos procesales y sustanciales de la acción de tutela frente al pago de pensiones…
Así mismo, la Corte Constitucional en la sentencia T-391 de 2013 declaró la procedencia de una acción de tutela siempre y cuando el titular del derecho sea una persona de la tercera edad o que por su condición económica, física o mental se encuentre en una situación de debilidad manifiesta que permita un tratamiento especial y preferente…
En el asunto bajo estudio, si bien es cierto la señora Gladys Taba de Arboleda tiene de 65 años de edad  y que su apoderado judicial insistió que la misma se encuentra con problemas de salud, tales circunstancia por sí solas no hacen  procedente el amparo constitucional, ya que para que surta ese efecto es necesario que se cumplan los requisitos señalados en la jurisprudencia constitucional como es que la peticionaria se encuentre frente a un perjuicio irremediable, lo que no ocurrió en este caso, toda vez que dentro de los elementos materiales probatorios allegados con la demanda de tutela no se advierte la afectación a su mínimo vital…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinte (20) de enero de dos mil veinte (2020)
Aprobado por Acta No.0012
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Óscar Darío Ríos Ospina, apoderado judicial de la señora Gladys del Ríos Hernández, frente al fallo emitido el 20 de noviembre de 2019 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela que instauró en contra de  Colpensiones.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. El abogado de la señora Gladys Taba de Arboleda informó que esta nació el 19 de marzo de 1954  por lo que en la actualidad cuenta con 65 años de edad, contrajo matrimonio el 17 de julio de 1975 con el señor Aldairo Arboleda Moncada, con quien convivió hasta su fallecimiento ocurrido el 8 de diciembre de 1987, de cuya unión tuvieron 2 hijos que a la fecha son mayores de edad.
El señor Alairo Arboleda Moncada laboró en varias entidades estatales y cotizó en toda su vida un total de 678 semanas en el período comprendido entre el 30/08/1971 al 02/03/1987, cotizaciones efectuadas al entonces ISS, hoy Colpensiones y los tiempos públicos no cotizados.

La señora Gladys Taba de Arboleda dependió económicamente del señor Aldairo Arboleda Moncada, la cual al momento de la muerte de su cónyuge contaba con 33 años de edad; de tal manera, que la actora es beneficiaria del causante por acreditar igualmente, más de 300 semanas cotizadas en cualquier época y más de 150 semanas dentro de los 6 años anteriores al fallecimiento del señor Arboleda Moncada, por lo que se debe dar aplicación a lo dispuesto en el Decreto 3041 de 1966 modificado por el Acuerdo 19 de 1983 aprobado por el Decreto 232 de 1984 y por lo señalado en la Sentencia SU-769 de 2014 que indica sobre el cómputo de los tiempos públicos y privados para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes conforme a las normas antes referidas, vigentes al momento de la muerte del señor Arboleda Moncada. 

La señora Taba de Arboleda solicitó el 20 de diciembre de 2018 a Colpensiones  el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada mediante la resolución SUB110503 del 9 de mayo de 2019, sin que hubiera tenido en cuenta la jurisprudencia referida por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-769 de 2014.  Dicha decisión no fue apelada por considerar el abogado de la actora que Colpensiones tiene una posición en la que no aplica tal precedente constitucional.
La accionante no había solicitado la pensión de sobrevivientes por desconocimiento del derecho que tenía por ser beneficiaria a dicha prestación económica, con ocasión al fallecimiento de su cónyuge. De tal manera, que consideró que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para la protección de los derechos fundamentales de la peticionaria.

En el acápite de pretensiones, se relacionaron las siguientes: i) tutelar a la señora Gladys Taba de Arboleda los derechos fundamentales al mínimo vital, la vida en condiciones dignas, la igualdad, la seguridad social, la protección a las personas de la tercera edad, a la igualdad ante la ley y la dignidad humana; ii) dejar sin efectos la Resolución SUB100503 del 9 de mayo de 2019 emitida por Colpensiones por medio de la cual negó a la señora Taba de Arboleda el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes; iii) ordenar a Colpensiones reconocer y pagar a la señora Taba de Arboleda el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento del señor Aldairo Arboleda Moncada, a partir del 8 de diciembre de 1987 (fecha de fallecimiento del causante), toda vez que el afiliado acreditaba más  de 300 semanas cotizadas en cualquier época y más de 150 semanas dentro de los 6 años anteriores al fallecimiento, teniendo en cuenta los tiempos cotizados exclusivamente al extinto ISS y tiempos públicos no cotizados al ISS, según lo dispuesto en el Decreto 3041 de 1966 modificado por el Acuerdo 19 de 1983 aprobado por el Decreto 232 de 1984 y por lo señalado en la Sentencia SU-769 de 2014 y iv) ordenar a Colpensiones reconocer y pagar a la señora Taba de Arboleda el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento del señor Aldairo Arboleda Moncada, a partir del 8 de diciembre de 1987  con su correspondiente retroactivo pensional e intereses moratorios.

2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 19-46).
3. SÍNTESIS A LA RESPUESTA A LA DEMANDA 

3.1.  CONCEPTO DE  LA PROCURADURIA 

El Procurador 290 Judicial I Penal de Pereira emitió un concepto dentro de la Litis tendiente a que no se concediera el amparo invocado, argumentando que la accionante no había cumplido con los requisitos de la inmediatez y subsidiariedad  de la acción de tutela, es decir, por contar la señora Arboleda con el medio judicial ordinario para el fin propuesto en esta demanda de amparo, máxime que la actora no es un sujeto de especial protección constitucional (Fls. 53-66)

3.2. COLPENSIONES

Señaló que mediante la Resolución SUB 110503 del 9 de mayo de 2019 se dio respuesta a la petición de la señora Arboleda tendiente al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada por considerar que el señor Aldairo Arboleda Moncada no cumplía con el requisito de la semanas requeridas para tal fin.  
Consideró que si la accionante está en desacuerdo con lo resuelto debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales para tal fin, por lo tanto, solicitó que se desestimara la acción de tutela en contra de dicha entidad, toda vez que no se vulneraron los derechos fundamentales invocado por la actora, quien no se encuentra frente a perjuicio irremediable (Fls. 66-68).

Adjuntó copia de la Resolución SUB 110503 del 9 de mayo de 2019 (Fls. 69-71).
4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 20 de noviembre  de 2019, el Juzgado 2º Penal del Circuito de  Pereira resolvió denegar la tutela interpuesta por el señor Gladys Taba de Arboleda por considerar que: i)  la accionante cuenta con otro mecanismo judicial para hacer valer los derechos que invocó como vulnerados y ii) al no encontrar probado perjuicio irremediable alguno del actor (Fls. 73-76).
El apoderado  judicial de la accionante fue notificado del anterior fallo el 21 de noviembre de 2019 a través de correo electrónico (Fl. 79).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el  25 de noviembre de 2019, el abogado de la actora manifestó su inconformidad con lo resuelto por la A quo, al no haber tenido en cuenta que la señora Gladys Taba de Arboleda, de 65 años de edad, es una persona de especial protección constitucional, no solo que por su edad sino por su estado de salud, no tiene la posibilidad de vincularse laboralmente.  De tal manera, que la actora no puede ser sometida a un proceso en la jurisdicción laboral, ya que el mismo es muy  demorado y no sería la vía eficaz para hacer valer sus  derechos, pese a que cuenta co los requisitos para adquirir su pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento de su cónyuge.
Indicó que su mandante se encuentra frente a un perjuicio irremediable, lo cual debió probarse a través de un interrogatorio por parte del juzgado de primer grado. En tal virtud, insistió que el amparo es procedente y reiteró las peticiones relacionadas en la demanda de tutela (Fls. 82-85)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar de la providencia, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La Corte Constitucional ha reiterado con respecto a la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.  Sin embargo, dicha Corporación en la Sentencia T-633 de 2013 señaló los presupuestos procesales y sustanciales de la acción de tutela frente al pago de pensiones; así:

“4. La Corte Constitucional ha indicado que por regla general la acción de tutela resulta improcedente frente al pago de derechos de naturaleza pensional. Lo anterior por cuanto se espera que el interesado formule su pretensión en los escenarios procesales especialmente diseñados por el legislador para dirimir las controversias de esa naturaleza, es decir, ante la jurisdicción ordinaria laboral o contenciosa administrativa, según el caso, mediante el trámite ejecutivo respectivo. No obstante, con el objeto de armonizar el alcance de los principios de subsidiariedad de la acción de tutela, y efectividad de los derechos fundamentales, la Corporación ha precisado que en determinados eventos el recurso de amparo procede con el puntual fin de salvaguardar bienes iusfundamentales cuya protección resulta impostergable.

5. Para este propósito el Tribunal Constitucional ha estudiado dos situaciones distintas de procedibilidad: cuando la acción de tutela (i) se interpone como mecanismo principal o; (ii) se ejercita como medio de defensa transitorio, a efecto de evitar la consumación de un perjuicio irremediable. Al respecto, en sentencia T-235 de 2010 [1] la Corte señaló que para que la acción proceda como mecanismo principal y definitivo, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, estos no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio implica que, aun existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar la consolidación de un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la vía de tutela [2]. En este último caso, esa comprobación, ha dicho la Corte, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva.

6.6. Así mismo, la Corte Constitucional en la sentencia T-391 de 2013 declaró la procedencia de una acción de tutela siempre y cuando el titular del derecho sea una persona de la tercera edad o que por su condición económica, física o mental se encuentre en una situación de debilidad manifiesta que permita un tratamiento especial y preferente. Esto, por cuanto los rigores de un proceso judicial podrían resultar disonantes y lesivos a sus garantías fundamentales. Además, se precisó que se debe valorar la actividad administrativa y judicial desplegada por parte del interesado para obtener la prestación solicitada.

6.7. En el asunto bajo estudio, si bien es cierto la señora Gladys Taba de Arboleda tiene de 65 años de edad
 y que su apoderado judicial insistió que la misma se encuentra con problemas de salud, tales circunstancia por sí solas no hacen  procedente el amparo constitucional, ya que para que surta ese efecto es necesario que se cumplan los requisitos señalados en la jurisprudencia constitucional como es que la peticionaria se encuentre frente a un perjuicio irremediable, lo que no ocurrió en este caso, toda vez que dentro de los elementos materiales probatorios allegados con la demanda de tutela no se advierte la afectación a su mínimo vital, si se tiene en cuenta el fallecimiento de su cónyuge, del cual se dijo dependía económicamente, ocurrió el 9 de diciembre de 1987, lo que no hace inferir que el juez de amparo deba intervenir de manera urgente para conjurar 

6.8.  De tal manera, que la controversia suscitada por el abogado de la actora no es de relevancia constitucional sino  legal, por lo que la tutela no sería el  medio idóneo para solucionarla, sin que se pueda concluir a simple vista que la señora Taba de Arboleda tenga algún impedimento para acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar el reconocimiento de la citada prestación pensional.

6.9.  En ese contexto, teniendo en cuenta que la accionante tiene a su alcance el mecanismo judicial para hacer valer sus derechos, se concluye que no  están dados los presupuestos para que la acción de tutela proceda como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, no puede prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la accionante.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-533 de  2016  señaló la naturaleza de la acción de tutela, su carácter excepcional y   como esta no puede ser empleada para sustituir los medios ordinarios de protección existentes que cabe decir han sido creados para el desarrollo y protección de los derechos fundamentales:
“Una situación en la que no se registre la urgencia de la intervención judicial  referida ha de ven|tilarse a través de los medios ordinarios de protección, sin que puedan ser desplazados por la acción de tutela, ni el juez natural sustituido por el constitucional.

En este punto cabe recordar que, todo el sistema jurídico como derivación de los mandatos constitucionales, está consolidado para desarrollar o proteger los derechos de las personas en Colombia, incluso los de carácter ius fundamental. La tutela no es el único medio que puede emplearse para reivindicar los derechos fundamentales, pues todo el orden jurídico coadyuva a ese propósito; lo que la distingue de las vías ordinarias de acción judicial, entonces es la existencia de una amenaza contundente de los derechos fundamentales que está a punto de ocurrir, al punto en que debe recurrirse al mecanismo de protección más ágil.”

6.10. En tal virtud y pese a los esfuerzos de la apoderado de la accionante en cuanto a que en este caso específico se  requiere de la mediación del juez de amparo para hacer valer sus garantías constitucionales, el amparo es improcedente por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza prestacional los cuales existe un mecanismo ordinario en la jurisdicción laboral, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando se trata de reconocimientos pensionales, tal como lo indicó en la Sentencia T- 158 de 2006, así:

“…13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello11. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”.

6.11.  Así las cosas, la Sala reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, circunstancia que no se logró acreditar en este trámite y que exige que se den las siguientes características que fueron definidas por la jurisprudencia desde sus albores, tal como se refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa), así:

“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
En ese orden de ideas, la Sala confirmará la decisión de primer nivel.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 20 de noviembre de 2019 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela instaurada por el apoderado judicial de la señora Gladys Taba de Arboleda en contra de  Colpensiones.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Según copia de su cédula de ciudadanía, que obra a folio 20, nació el 14 de marzo de 1954
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